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León, Guanajuato, a veintidós de enero del año dos mil ocho. . . . . . . . . . 

V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 323/2005, promovido por el ciudadano Jesús Bautista Martínez, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada: "Hoteles Modernos”, Sociedad Anónima de Capital Variable; y, . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :
SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, toda vez que refiere haber tenido conocimiento de los actos combatidos el dieciocho de noviembre del año dos mil cinco, lo que se acredita con las notificaciones de los resultados del avalúo, que en originales acompañó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada con los originales de los avalúos y las notificaciones de sus resultados, los que constituyen documentos públicos y merecen pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 132 y 207 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo el último párrafo del artículo 41 del Reglamento Municipal mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Jesús Bautista Martínez se encuentra debidamente acreditada con la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 2981, de fecha veintiuno de octubre del año dos mil dos, otorgada ante la fe del Licenciado Federico Plascencia Pérez, titular de la Notaria Pública número 24, de este Partido Judicial; donde consta el Poder General para pleitos y cobranzas con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial conforme a la Ley, que otorga la sociedad denominada “Hoteles Modernos”, Sociedad Anónima de Capital Variable, a través de su Representante María de la Luz Vera Hernández, al ciudadano Jesús Bautista Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Copia que, certificada por el propio Licenciado Federico Plascencia Pérez, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato; según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido Reglamento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal, ya que refieren que no se afectan los intereses jurídicos de la parte recurrente, pues el acto impugnado no es definitivo por que el particular cuenta con treinta días para hacer las aclaraciones que considere pertinentes. . . . . . . . 

No se actualiza la causal que esgrimen las autoridades demandadas, en virtud de que los actos impugnados, tanto las notificaciones de los resultados de los avalúos como los propios avalúos, sí afectan el interés jurídico de la parte recurrente, ya que inciden en su esfera de derechos, al señalar el monto del impuesto predial que debe de pagar respecto de los bienes inmuebles de su propiedad, de acuerdo a los valores determinados por el personal designado por la Dirección de Impuestos Inmobiliarios para ello, lo que indudablemente tiene una consecuencia para la sociedad mercantil recurrente, de ahí que sí se encuentra legitimada para impugnar tales actos en la vía administrativa; ahora bien, respecto de que no se trata de actos definitivos, porque cuenta con un termino para formular aclaraciones, tal argumento resulta improcedente, pues en todo caso, la aclaración que solicitara la recurrente quedaría sujeta a la aprobación o autorización de la autoridad correspondiente, sin que tenga el recurrente la garantía de que la aclaración que solicitara prospere, lo que no impide que el contribuyente cuente con el derecho a impugnar los actos señalados sin necesidad de formular aclaraciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo el Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro hace valer la causal prevista en la fracción VIII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación con la fracción III del artículo 30 del mismo Reglamento, ya que manifiesta que el recurrente omite señalar a la autoridad que emitió los avalúos, los que no fueron elaborados por el referido Director. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A juicio de este Resolutor es infundada la causal de improcedencia mencionada, en razón de que la parte recurrente al impugnar los avalúos, lo hace en referencia a que los mismos se practicaron sin mandamiento escrito por parte del Tesorero Municipal, razón por la que en ese sentido debe ser analizada su legalidad, y no solamente por vicios propios de tales avalúos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas, este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra, que  impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, por lo que se procede a analizar los agravios esgrimidos por la parte recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- En el primer agravio, señala la parte recurrente que son ilegales los avalúos catastrales impugnados, porque se practicaron sin la existencia de mandamiento escrito por parte del Tesorero Municipal, debidamente fundado y motivado, ya que no se cumplieron las formalidades de los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agravio que, en su parte conducente, resulta fundado, por las razones siguientes: el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, señala en su primer párrafo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto...". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Dicha disposición hace referencia a los requisitos para la práctica de cualquier avalúo; señalando que todo avalúo debe ser ordenado por la Tesorería Municipal, por escrito y que debe ser practicado por los peritos designados para tal efecto. . . . . .

En el caso concreto, de las documentales aportadas por el Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, concretamente las ordenes de valuación folios 121321, 121322 y 121323, todas de fecha treinta y uno de octubre del año dos mil cinco, que obran en la presente causa administrativa, se advierte que las mismas no fueron emitidas por el Tesorero Municipal como lo previene el artículo 176, por lo que debe estimarse que efectivamente el procedimiento de valuación se encuentra viciado de origen, dado que la orden con la que se inicia no provino de la autoridad competente de acuerdo a lo señalado en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, sino de una diversa, vulnerando así el artículo 176 antes transcrito, tal y como lo refiere la parte actora en su agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ello es así, en razón de que es la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, la que prevé que sea la Tesorería Municipal quien ordene la realización de los avalúos, dotándola de facultades para ello, sin que se desprenda que todas las autoridades fiscales del Municipio tengan dicha facultad; pues el artículo 15 de la Ley establece quienes son autoridades fiscales en los Municipios de Guanajuato, señalando en el inciso c) a los Tesoreros Municipales, en tanto que en el d) a las autoridades, interventores e inspectores adscritos a la Tesorería Municipal, no advirtiéndose que estas últimas tengan la facultad de ordenar la practica de avalúos, conferida a la Tesorería. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, tampoco se desprende del contenido de las ordenes de valuación a las que se ha hecho referencia, que el Tesorero Municipal haya delegado en el Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro la facultad de emitir las ordenes respectivas, en los términos del artículo 16 de la multicitada Ley de Hacienda, por lo que ante la ausencia de delegación en este sentido, se corrobora la incompetencia de la citada autoridad para emitir las ordenes respectivas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En esta tesitura, al ser la competencia el conjunto de atribuciones o facultades que el orden jurídico le confiere a una autoridad para el desempeño de sus funciones; por lo que en cumplimiento del principio de legalidad establecido en el artículo 4° de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en el sentido de que: la autoridad municipal únicamente puede hacer lo que la ley le concede, esto es la autoridad administrativa sólo puede actuar dentro del marco de sus atribuciones, lo que se traduce en el caso concreto, en que si no existe competencia expresa para que el Director de Impuestos Inmobiliarios emita ordenes de valuación, se concluye que los actos que emitió -ordenes de valuación- son ilegales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: . . . . . 

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.". No. Registro: 205,463; Jurisprudencia; Materia(s):Común; Octava Época; Instancia: Pleno; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Tomo: 77, Mayo de 1994; Tesis: P./J. 10/94; Página: 11; Genealogía; Índice 1917-1995, Tomo IV, Primera Parte, Materia Común, tesis 165, visible a página 111. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Así las cosas, si el Director de Impuestos Inmobiliarios carece de competencia para emitir las ordenes de valuación, los avalúos practicados por el Perito Manuel Domínguez, resultan también ilegales y por lo tanto es procedente declarar su nulidad total; asimismo al ser las notificaciones de los resultados de los avalúos, consecuencia de los ilegales avalúos practicados, también procede declarar la nulidad total de los mismos, pues derivan de los primeros mencionados; actualizándose en el presente caso la causa de ilegalidad prevista en el artículo 88 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa Municipal para el Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, atento a lo dispuesto en el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 63 del citado Reglamento de aplicación en el ámbito municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el primer agravio resultó fundado y suficiente para declarar la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los demás agravios, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.”. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por todo lo expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 209 y 213, fracción II de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 88, fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y, 47 y 48 fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :
Segundo.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . . . . . . .

Tercero.- Se declara la Nulidad total de los actos impugnados emitidos por el Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro y el Tesorero Municipal, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

